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Resumen

A partir de la acción popular instaurada por los acontecimientos 
generados por la microcuenca La Picacha, en Medellín, la Clínica Ju-
rídica de Interés Público de la Universidad Autónoma Latinoamericana 
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(UNAULA) expone la experiencia clínica, específicamente desde la 
coadyuvancia con perspectiva de género, presentada en el proceso 
judicial. Inicialmente, el artículo hace referencia a la enseñanza clí-
nica del Derecho como marco pedagógico y metodológico que aco-
ge la experiencia. Hace también una contextualización del fenómeno 
judicializado, aborda el género como categoría de análisis para ma-
terializar el Estado Social de Derecho, la prevención y atención de 
desastres con perspectiva de género y los riesgos y daños que enfrenta 
una mujer en un desastre natural, para culminar con la aplicación de 
la perspectiva de género dentro de la intervención del caso La Picacha 
y algunas conclusiones.

Palabras clave: mujer, género, microcuenca, riesgos, desastre.

GENDER AND RISK MANAGEMENT: A PROPOSAL FROM 
THE CLINICAL EXPERIENCE OF POPULAR ACTION IN THE 

WATERSHED OF LA PICACHA IN MEDELLIN

Abstract

From the popular action brought by events generated by the watershed 
La Picacha in Medellin, the Public Interest Law Clinic of American 
University (UNAULA) discusses the clinical experience with gen-
der perspective presented in the judicial process. Initially, the article 
refers to clinical legal education as a pedagogical and methodologi-
cal framework hosting experience; makes a contextualization of the 
phenomenon judicialized addresses gender as a category of analysis 
to realize the rule of law, prevention and disaster gendered, risks and 
damages that women face in a natural disaster, culminating in the 
implementation of gender mainstreaming in the intervention of La 
Picacha case, and some conclusions.

Keywords: women, gender, watershed, risk, disaster.
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GENRE ET GESTION DES RISQUES: UNE PROPOSITION 
DE L’EXPÉRIENCE CLINIQUE EN ACTION POPULAIRE 
COADYUVANCIA DU BASSIN VERSANT DE MEDELLIN 

PICACHA

Résumé

De l’action populaire apporté par les événements générés par Pica-
cha du bassin versant à Medellin, la loi Clinique d’intérêt public de 
l’American University (UNAULA) examine l’expérience coadyu-
vancia clinique spécifiquement dans une perspective de genre dans 
le processus présenté tribunal. Initialement, l’article se réfère à l’édu-
cation juridique clinique comme un cadre pédagogique et méthodo-
logique expérience d’hébergement; fait une mise en contexte du phé-
nomène judiciarisé aborde le genre comme catégorie d’analyse pour 
réaliser l’état de droit, la prévention et le désastre de genre, les risques 
et les dommages que les femmes doivent faire face à une catastrophe 
naturelle, aboutissant à la la mise en œuvre de l’intégration du genre 
dans le cas d’intervention Picacha, et certaines conclusions. 

Mots-clés: femmes, genre, micro, risque, en cas de catastrophe.

GENERE E GESTIONE DEL RISCHIO: UNA PROPOSTA  
DALL’ESPERIENZA DELLA CLINICA IN COLLABORAZIONE 

DELL’AZIONE POPOLARE DELLO SPARTIACQUE LA PICACHA 
DI MEDELLIN

Riassunto

Dall’azione popolare presentanta come causa dagli eventi generati 
della Micro-spartiacque La Picacha, in Medellin, la clinica giuridica 
D’interesse pubblico dell’Universidad Autónoma Latinoamericana 
(UNAULA) espone l’esperienza clinica in particolare dalla collabo-
razione con una prospettiva di genere, presentata nel processo giudi-
ziario. Inizialmente l’articolo si riferisce all’insegnamento clinico del 
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diritto come quadro pedagogico e metodologico che accoglie l’espe-
rienza; fa’ anche una contestualizzazione del fenomeno giudiziale, 
si occupa di genere come una categoria di analisi per rendersi conto 
dello stato sociale di diritto, la prevenzione e attenzione dei disastri 
con la prospettiva di genere, rischi e danni che una donna deve af-
frontare in un disastro naturale. Per concludere con la realizzazione 
della prospettiva di genere all’interno l’intervento del caso Picacha e 
alcune conclusioni di fronte.
 
Parole chiavi: donne, genere, micro-spartiacque, rischio, disastro.

GÊNERO E GERENCIAMENTO DE RISCOS: UMA PROPOSTA 
DESDE A EXPERIÊNCIA CLÍNICA NA COADJUVAÇÃO DA 

AÇÃO POPULAR DA BACIA HIDROGRÁFICA LA PICACHA DE 
MEDELLÍN

Resumo

A partir da ação popular instaurada pelos acontecimentos gerados 
pela bacia hidrográfica La Picacha, em Medellín, a Clínica Jurídi-
ca de Interesse Público da Universidade Autônoma Latino america-
na (UNAULA) expõe a experiência clínica especificamente desde a 
coadjuvação com perspectiva de gênero apresentada no processo ju-
diciário. Inicialmente o artigo referencia o ensino clínico do Direito 
como marco pedagógico e metodológico que acolhe a experiência; 
faz uma contextualização do fenômeno processado judicialmente, 
aborda o gênero como categoria de análise para materializar o Estado 
Social de Direito, a prevenção e atenção de desastres com perspectiva 
de gênero, os riscos e estragos que enfrenta uma mulher em um desas-
tre natural, para culminar com a aplicação da perspectiva de gênero 
dentro da intervenção do caso La Picacha, e algumas conclusões.

Palavras chave: mulher, gênero, bacia hidrográfica, riscos, desastre.
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Género y gestión de riesgos: una propuesta desde la experiencia clínica  
en la coadyuvancia de la acción popular de la microcuenca La Picacha de Medellín

Introducción

La Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA es un colectivo acadé-
mico conformado desde el mes de enero del año 2013 en la Facultad de 
Derecho, el cual se vinculó al proceso de acción popular de la quebrada La 
Picacha a través de la Red de Enseñanza y Aprendizaje Clínico del Derecho 
(REACD), la cual reúne a varias de las clínicas jurídicas de universidades 
de Medellín. 

La adhesión al proceso de acción popular se generó gracias a que la 
reacd decidió realizar una estrategia de litigio conjunta sobre el proceso de 
acción popular. A la cabeza de la estrategia de litigio se encuentra la Clínica 
Jurídica de Interés Público Ambiental de la Universidad de Medellín, y la 
actividad de las demás clínicas se ha evidenciado con la presentación de 
coadyuvancias, participación en las audiencias surtidas dentro del proce-
so, construcción del censo poblacional, acompañamiento en el proceso de 
reubicación de las familias del sector de la playita y estudios sobre el plan 
parcial habitacional de reubicación.

La participación de la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA 
se inició con la presentación de una coadyuvancia por parte de los profe-
sores Juan Camilo Pulgarín Aguilar y Jorge Eduardo Vásquez Santamaría, 
en donde abordaron las competencias que cada una de las entidades de-
mandadas tienen dentro del área afectada. Posteriormente, se presentó una 
coadyuvancia producto del proceso investigativo de los estudiantes bajo la 
coordinación de la profesora Dora Cecilia Saldarriaga, en la que se aborda-
ron las afectaciones diferenciales por género provocadas por la problemática 
ambiental de la microcuenca. El contenido de esta última coadyuvancia se 
expondrá de manera sintética con base en la experiencia clínica derivada 
del proceso investigativo tanto teórico como práctico, sin dejar de lado una 
conceptualización inicial de la enseñanza clínica del Derecho que sirve de 
escenario pedagógico y didáctico de la experiencia con el proceso judicial.

La enseñanza clínica del Derecho: método clínico y 
clínica jurídica

Como una propuesta a la ruptura paradigmática de la formación tra-
dicional del Derecho en Colombia, la enseñanza clínica del Derecho parte 
de postulados que encuentran en los fundamentos del sistema jurídico 
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anglosajón importantes motivaciones y testimonios para ser implementados 
en el sistema de educación continental. Acudiendo a la enseñanza práctica 
adoptada en el modelo de formación de los profesionales de la medicina, 
la enseñanza clínica del Derecho propone redimensionar el desequilibrio 
teórico práctico de la formación jurídica, reformulando la relación docente 
estudiante, la parcelación del Derecho por áreas aisladas e inconexas, las 
didácticas de memorización y repetición, así como el estudio de la ley como 
fuente casi única del saber jurídico. De ello que hablar de un modelo clínico 
de enseñanza del Derecho implique abordar el método clínico que ha encon-
trado en las clínicas jurídicas los principales escenarios para ser puesto en 
marcha.

Las generaciones de estudiantes que se están formando como futuros 
abogados deben comprender el Derecho dentro de un campo que no impli-
que solo la memorización de la norma y el reconocimiento de su contenido 
de manera aislada y lejana a la realidad social que debe regular. Para lograr-
lo, muchas facultades de Derecho de Colombia sostienen que entre mayor 
división exista de la ciencia jurídica mayor entendimiento de la materia que-
dará en el estudiante, con lo cual refuerzan las tendencias de la formación 
teórica. 

Las facultades de derecho han sido, tradicionalmente y aún hoy con-
tinúan siendo divididas en departamentos, cátedras y materias; los 
departamentos agrupan una cierta rama del derecho. Así, existen los 
departamentos de derecho público, derecho comercial, derecho priva-
do [...] cada departamento se hace cargo de una serie de materias, que 
a su vez están a cargo de diversas cátedras. Toda materia que se precie 
comienza su derrotero académico afirmando –teórica e institucional-
mente– su autonomía. La autonomía en una materia implica su in-
dependencia epistemológica respecto a las demás (Böhmer, 2005: 4).

En medio de la parcelación excesiva del Derecho, tanto desde la es-
tructura funcional administrativa que disponen las Facultades de Derecho 
para mantener dicha separación como desde los planes de estudio, la educa-
ción legal ha desconocido potencialidades de la experiencia práctica como 
útil fuente de educación jurídica (Clarke, 2004: 1) que no necesariamente 
promueven la parcelación del saber y la manutención de su aislamiento den-
tro de un mismo programa.

El método clínico de enseñanza del Derecho figura como una res-
puesta y posible opción para superar las críticas y señalamientos que recaen 
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sobre el modelo tradicional de formación de abogados, jueces y legisladores 
en los sistemas arraigados a la corriente del Derecho continental, caracteri-
zados, como hemos dicho, por la teorización, la separación y el aislamiento 
de áreas del Derecho, la memorización, la repetición y la ausencia de for-
mación práctica.

Dentro del método clínico se conciben la experiencia y la práctica del 
Derecho como opciones pedagógicas importantes, las cuales en ocasiones 
son desechadas por la educación legal tradicional, o porque las instituciones 
desconocen métodos alternativos y novedosos como el método clínico y no 
buscan otros recursos para llenar las falencias de sus sistemas (Amsterdam, 
1984: 9).

Esta consciente ignorancia del aspecto práctico del Derecho, su con-
sideración como algo aparte de la enseñanza de la ciencia como tal, des-
conoce el aspecto social que nutre al Derecho como ciencia social, el cual 
está llamado a solucionar problemas, resolver litigios y regular de forma 
integral y eficaz la vida social de la colectividad. Despuntar esta división 
implica concebir el Derecho como una universalidad de temas y conceptos 
que se compaginan e interrelacionan, de lo contrario, enfrentar los desa-
fíos actuales de la sociedad resulta un objetivo difícil de abarcar, dado que 
emprender un camino con la visión del Derecho limitado y sin incentivos 
de creatividad, innovación ni imaginación, plagado de una amplísima limi-
tación normativa o formalista, sin dar cabida a una visión plural, práctica y 
social del Derecho, lo seguirán manteniendo lejano de las realidades a las 
cuales está llamado.

Para ello, el método clínico puede desbordar modalidades de práctica 
jurídica ancladas en el modelo tradicional, como es el caso de las judicatu-
ras, las brigadas sociales y las prácticas en consultorio jurídico:

El objetivo principal del Método Clínico es la formación de abogados 
integrales a partir de la fusión e interacción de métodos de aprendi-
zaje teóricos y prácticos, a través de la interlocución de los métodos 
tradicionales de enseñanza del derecho y el Método Clínico aplicados 
a la formación jurídica.

Esta forma de enseñar el derecho en general se caracteriza por: ser 
un trabajo dinámico en cuyo desarrollo se incluye al estudiante como 
actor principal, se desarrolla sobre casos reales con relevancia jurídi-
ca, bajo la supervisión de profesionales y expertos en el tema; no se 
limita a una rama específica del derecho sino que aprovecha el campo 
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interdisciplinario para construir soportes para la estrategia de litigio 
que le permita al alumno avanzar en la implementación del derecho 

(Correa y Vásquez, 2008: 70).

En este sentido, el método clínico es una posibilidad para la forma-
ción de un nuevo profesional. Desde una visión humanista la formación 
integral por competencias no se dirige de forma exclusiva al saber hacer sino 
desde el desarrollo de las potencialidades del ser humano (Díaz, 2007: 48); 
lo que en el caso de la enseñanza por medio del método clínico se debe cen-
trar en las potencialidades del estudiante del programa de Derecho y futuro 
profesional a través de un equilibrio teórico práctico.

El método clínico propone una nueva forma de enseñanza fundamen-
tado a su vez en una nueva forma de concebir y pensar el Derecho; sin 
abandonar el estudio de la teoría el componente práctico se incluye al mismo 
nivel del teórico y el estudiante se ubica como centro del proceso de ense-
ñanza y aprendizaje; esto significa trabajar las aptitudes, las habilidades, la 
creatividad y los conocimientos, todo enmarcado en un escenario de reco-
nocimiento, sensibilidad y responsabilidad social de una ciencia que así lo 
amerita. 

Por estas razones el método clínico se abre como una nueva posibi-
lidad que encuentra en la investigación, la creatividad, la innovación, la in-
terdisciplinariedad y la comunicación herramientas sólidas para la reorien-
tación de una pedagogía del Derecho, caracterizada por campos abiertos, de 
construcción, de nuevas perspectivas y aproximaciones con la realidad que 
permiten generar situaciones del buen dominio de la naturaleza contribuyen-
do a la terminación de reduccionismos.

Retomando una reflexión divulgada anteriormente (Correa y Vás-
quez, 2008: 70), el método clínico permite una confrontación del estudiante 
con problemas sociales y jurídicos, reales o supuestos (Amsterdam, 1984: 
9), siendo un proceso educativo experimental y ampliamente colaborativo 
(Bloch, 2003). Es experimental en la medida que es esencialmente práctico 
ya que la actividad se enfoca en la experiencia práctica del estudiante a par-
tir de su actuación como un abogado frente a casos reales que se analizan a 
través del método, que se tramitan y desarrollan. Finalmente se caracteriza 
por posibilitar la evaluación continua, la colaboración en los procesos (As-
sociation Of American Law School, 2003) y por propiciar el trabajo inter-
disciplinario en el proceso de aprendizaje y ejercicio del Derecho por parte 
de estudiantes o docentes.
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La forma más conocida en la que se han realizado los ejercicios de 
método clínico en el área del Derecho en Colombia es por medio de las clí-
nicas jurídicas. Estas son el espacio donde se materializa el método clínico 
por medio del cual se busca implementar un nuevo modelo de formación del 
Derecho, siendo justamente la búsqueda de un nuevo sistema de formación 
de profesionales del Derecho lo que llevó a que se originaran.

La idea de clínica curídica fue discutida por primera vez como una 
variante de la figura de la clínica médica a comienzos del siglo xx por los 
profesores Alexander I. Lyublinsky y William Rowe. Esta figura parte del 
concepto de la profesión médica para implementar un trabajo a nivel jurí-
dico denominado clínica jurídica, en el que los estudiantes de Derecho se 
adentran en las mismas etapas de entrenamiento clínico básicas que conlleva 
la formación de los profesionales en medicina, como dar asistencia a los 
pacientes, tener capacidad propositiva tanto en los diagnóstico como en los 
tratamientos, estar bajo supervisión de los profesionales y tener la posibili-
dad de participar activamente en intervenciones y procedimientos.

Las clínicas jurídicas nutrieron su evolución a partir del surgimiento 
del movimiento del realismo jurídico, el cual propone la reacción contra el 
hermético formalismo jurídico en el cual se concibe el Derecho como una 
estructura cerrada y completa, que encuentra en su composición todos los 
mecanismos para resolver los problemas que se presenten en la realidad. 
El realismo jurídico aparece como un movimiento reformista para la con-
cepción de la pedagogía jurídica frente al modelo continental; comenzó a 
impulsar el repensar de la formación del abogado como representante de la 
búsqueda de la justicia a nivel social, ideal que arrastraría consigo una nueva 
concepción de las ciencias jurídicas en la que se comienza a cerrar el abismo 
entre el aprendizaje del Derecho exclusivamente desde los códigos y libros 
para unirlo con el aprendizaje del Derecho desde la práctica.

En este orden de ideas las clínicas jurídicas se pueden definir como un 
espacio dentro del cual se implementa, de forma preponderante, el método 
clínico de enseñanza del Derecho sin que sea el único o excluyente. En ella 
se dan cita docentes y estudiantes del programa para abarcar, desde los pos-
tulados de la formación clínica, el estudio del Derecho. “La clínica jurídica 
es el lugar para la ejecución del método clínico; que incluye la posibilidad 
de implementar gran variedad de mecanismos y herramientas prácticas, sin 
despreciar el conocimiento teórico y despertando en los estudiantes de de-
recho el compromiso de enfrentar de manera eficaz necesidades imperantes 
observadas en la sociedad” (Vásquez, 2008: 11-21).
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Como explica Felipe González Morales, con las clínicas jurídicas se 
buscaba que los estudiantes de Derecho, durante sus estudios, realizaran un 
trabajo práctico con casos reales bajo la supervisión de profesores, teniendo 
un impacto en el sentido de servir de elemento transformador de la enseñanza 
jurídica y de fortalecer la inserción social de las escuelas de Derecho a través 
de la prestación de servicios legales gratuitos para personas de escasos recursos 
(González, 2006: 40). En este contexto pedagógico y didáctico se trabaja la ex-
periencia formativa en torno a la acción popular de la microcuenca La Picacha.

Contextualización

La microcuenca de la quebrada La Picacha está localizada en jurisdic-
ción del municipio de Medellín (Antioquia). Tiene una extensión de 12,31 
km2, de los cuales el 44,9% se encuentra en uso urbano, el 54,0% en uso 
rural y el 11% en zona de expansión. La quebrada recorre los territorios de 
las comunas 70 Altavista, 16 Belén y 11 Laureles-Estadio. 

Está caracterizada por encontrarse entre las cuarenta y seis quebradas 
de más alto riesgo del Valle de Aburrá (Plan de Ordenamiento y Mane-
jo de la Microcuenca (PIOM)), algo que se representa con la amenaza de 
inundaciones causadas por sus particularidades geomorfológicas debido a la 
existencia de zonas con un alto riesgo por avenidas torrenciales e inundacio-
nes que causan catástrofes, agravándose por la ocupación de comunidades 
vulnerables en sus áreas de retiro, donde los muros de protección no son 
suficientes para resistir sus crecientes torrenciales.

De acuerdo al PIOM, La Picacha presenta una grave problemática 
ambiental con altos niveles de amenaza natural y vulnerabilidad de la po-
blación, pérdida progresiva de la cobertura vegetal natural en las zonas alta 
y media, disminución en servicios ambientales tanto cualitativa como cuan-
titativamente, así como baja calidad del hábitat en el territorio. En el piom 
se encuentran intervenciones básicas realizadas para mitigar los daños que 
causa la quebrada, pero éstas son pocas para intervenir el riesgo encontrado, 
el cual ha aumentado en los últimos periodos de retorno. 

Se hace evidente la problemática ambiental con sucesos como erosio-
nes fuertes y movimientos de masa en un gran coluvión. Se presentan rep-
taciones medidas y activas desde 1,50 metros a 12 metros (movimientos de 
suelo) que han ocasionado agrietamiento y destrucción total en viviendas, 
hundimientos de piso, movimiento de la cobertura vegetal y, en oportunida-
des, represamiento de la quebrada.
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Las inundaciones, como consecuencia de las altas torrenciales, han 
ocasionado pérdidas humanas y materiales. En el año 2008 con la muerte 
de una menor de diez años, y en el año 2011 de un hombre adulto, sumado 
a los perjuicios económicos, contabilizando doscientas familias damnifi-
cadas.

En el mes de agosto de 2008 los habitantes del barrio Belén las 
Mercedes interpusieron una acción popular en contra del Municipio de 
Medellín y la Empresa de Desarrollo Urbano (EDU), exigiendo la pro-
tección de desastres técnicamente previsibles para la protección de de-
rechos colectivos, ya que en este lugar se realizaría la construcción de 
un parqueadero de buses, alegándose en la petitum que esta obra podría 
agravar la situación de La Picacha incrementando el riesgo para la po-
blación de la zona.

Desde entonces, el Municipio ha realizado intervenciones que no han 
satisfecho la urgencia del caso y el interés de la comunidad. El Concejo de 
Medellín en varias ocasiones ha designado el presupuesto para la solución 
definitiva presentada en la microcuenca, pero los dineros destinados a la rec-
tificación de la quebrada fueron invertidos en otros proyectos en la ciudad 
como lo es el puente de la 4 sur.

En noviembre de 2012 la Clínica Jurídica de Interés Público de la 
Universidad de Medellín fue consultada por la comunidad de la zona, y a 
través de ella se ha adelantado el contacto con las autoridades públicas de 
metrorío y el isvimed para dialogar sobre la situación de riesgo de la quebra-
da. Los encuentros realizados con las entidades evidenciaron una descoor-
dinación de acciones ambientales previstas en el piom como instrumento de 
planificación; ya que se ha actuado, pero puntualmente en el caso de La Pi-
cacha se afirma que el informe de metrorío no hace parte de un Plan Integral 
en coordinación con el piom.

El fin de la comunidad con la acción popular es garantizar la protec-
ción y debida satisfacción de sus intereses generales protegiendo los dere-
chos colectivos a un ambiente sano, con equilibrio ecológico, y el mane-
jo y aprovechamiento racional de los recursos naturales; pretensiones que 
subsisten ante el fracaso de una solución concertada entre las partes en la 
audiencia de pacto de cumplimiento. En el marco de dicho proceso judicial 
la Clínica Jurídica de Interés Público de la UNAULA se hace parte con 
la interposición de dos coadyuvancias, una de ellas, explicada aquí, argu-
mentada desde la perspectiva de género en situaciones de riesgo y desastres 
técnicamente previsibles.
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El género como categoría de análisis para materializar el Estado 
Social de Derecho

Para dar cabida al género en la gestión de riesgos y en los desastres 
ocasionados por La Picacha, hay que partir por entenderlo como “una cons-
trucción social que se basa en el conjunto de ideas, creencias y represen-
taciones que cada cultura va generando a partir de las diferencias sexuales 
entre hombre y mujeres” (Chávez, 2004); es decir, además de un contenido 
cultural comprende un contenido político pues su objetivo es evidenciar las 
relaciones de poder existentes entre hombres y mujeres en razón del género. 
De ahí que se trabaje a través de tres dimensiones: relacional, jerárquica e 
histórica. Relacional: al no estudiar mujeres y hombres por separado; je-
rárquica, porque reconoce que entre las diferencias que se establecen entre 
mujeres y hombres prevalecen las actividades realizadas por éstos; e histó-
rica, ya que proporciona elementos mutantes en el tiempo y en el espacio 
susceptibles de modificación.

Así, al hablar de perspectiva de género el término suele asociarse al 
de mujeres, pero la perspectiva es un concepto más amplio que alude a la 
necesidad de acabar con las desigualdades de trato y de oportunidades en-
tre mujeres y hombres. Desde el género, el enfoque recae sobre el grupo 
poblacional de las mujeres, pues parte de las desigualdades de trato y de 
oportunidades que van en contra de los Derechos Humanos, situación que ha 
afectado históricamente más a las mujeres en razón de su sexo. 

No obstante, su discriminación no se debe a su condición natural sino 
a ciertos roles en los que la sociedad las ha encasillado. Por lo tanto, el 
género se construye de acuerdo al entorno social y cultural, es decir, cada 
cultura tiende a desarrollar su propia figura de género conforme a su cos-
movisión, filosofía, creencias religiosas, políticas y hasta científicas, donde 
dichas concepciones asignan un papel diferente a la mujer y al hombre en las 
relaciones sociales, de ahí se afirma que estas posiciones sociales son natu-
ralmente determinadas y legitiman las opresivas formas de ver la existencia, 
pero hay que aceptar que son construcciones sociales en las que se eviden-
cian las relaciones de poder que dan supremacía a un sexo sobre el otro. 

La perspectiva de género es fundamental para los fines del Estado 
Social de Derecho, en garantía del principio de igualdad material, que según 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional es fundamental para guiar las 
tareas del Estado, que tienen como fin corregir las desigualdades existen-
tes, promover la inclusión social y lograr que los grupos sociales que se 



109Revista Ratio Juris Vol. 9 Nº 19 • unaula    ISSN 1794-6638

Género y gestión de riesgos: una propuesta desde la experiencia clínica  
en la coadyuvancia de la acción popular de la microcuenca La Picacha de Medellín

encuentren en situación de desigualdad tengan un goce efectivo de sus de-
rechos (Corte Constitucional, 2001). En este punto, la perspectiva de género 
permite tener visión de las relaciones de poder existentes entre hombres y 
mujeres, y como consecuencia da cuenta de algunos grupos sociales que se 
ven excluidos y en situación de desigualdad. Si bien, el principal fin del Es-
tado Social de Derecho es garantizar el goce de los derechos fundamentales 
de los asociados, la perspectiva de género permite identificar esas desigual-
dades que históricamente se han dado y que no permiten el goce de esos 
derechos.

Lo expuesto anteriormente muestra la importancia de la perspectiva 
de género en nuestra sociedad y la incidencia profunda que puede adquirir 
en problemas colectivos, como la judicialización en la acción popular ins-
taurada por los hechos sucedidos en La Picacha, ya que integrando la pers-
pectiva de género se lograría una intervención más efectiva al permitir una 
visión diferencial con respecto a las afectaciones sociales y económicas que 
la comunidad ha sufrido como consecuencia directa del problema ambiental 
que este cauce presenta.

Prevención y atención de desastres con perspectiva de 
género

La estructura social implica hablar de la forma en que el ser humano 
entiende el mundo, a la manera en que la especie humana se relaciona y 
reacciona ante los fenómenos sociales y naturales. Uno de esos fenóme-
nos que impactan considerablemente el armazón social son los desastres 
naturales; momentos de conmoción en los que el tejido social de la comu-
nidad afectada se encuentra destrozado y donde el grado de afectación que 
se genere por el fenómeno va a depender de la vulnerabilidad en que se ha 
encontrado dicha comunidad, así como de las diferencias existentes de ella, 
situación en la que debe incidir el enfoque de género para la protección de 
derechos y prevención de vulneraciones adicionales a las generadas por los 
fenómenos catastróficos.

En las diferencias sociales se encuentran las de género, que al ser 
opresivas, excluyentes y patriarcales, en una situación de desastre también 
se van a hacer notar, siendo más patentes las afectaciones del sexo que se 
encuentra en desigualdad. Estudios que han analizado el género en las si-
tuaciones de desastres concretos, como el caso del Huracán Mitch en Nica-
ragua, Honduras y Costa Rica (Banco Interamericano de Desarrollo, 1999), 
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ha demostrado que las mujeres son las más afectadas por los desastres de 
origen ambiental, debido a la desigualdad generada por los roles sociales 
excluyentes que la estructura social les ha otorgado. “Esta inequidad social 
afecta de manera directa en la vida de las mujeres ya que limitan su acceso a 
la propiedad de la tierra, la vivienda, la organización, la educación, la salud, 
la información y la participación política. Estas desigualdades de género 
incrementan la situación de riesgo de las mujeres con respecto a la de los 
hombres” (Boyano-Sotillo, 2011).

Riesgos y daños que enfrenta una mujer en un desastre 
natural

Dada la vulnerabilidad en la que se encuentran las mujeres habitantes 
de los sectores que atraviesan La Picacha, es claro que después de cada de-
sastre se producen graves daños y se mantiene un latente riesgo.

El riesgo es definido como una vulnerabilidad que se presenta ante 
un posible daño, que es futuro e incierto, y cuya producción no está to-
talmente determinada. La consecuencia directa del riesgo es el daño; un 
menoscabo, un perjuicio que se genera a la persona como consecuencia 
directa del accionar de algo o alguien y que afecta sus bienes, derechos o 
intereses. 

En el caso de la afectación de las mujeres en un desastre es importante 
determinar los daños y riesgos a los que están sometidas si se pretende reali-
zar un plan de prevención y atención integral de un desastre, el cual permita 
dimensionar los principales riesgos y daños de un grupo poblacional vulne-
rable para que en un eventual desastre se puedan combatir más fácilmente 
las afectaciones generadas.

La desigualdades de género que provocan más riesgo en la mujer 
con respecto al hombre, tienen gran incidencia en los demás escenarios 
sociales en los que se mueve el ser humano; pero vale aclarar que también 
son identificadas como desigualdades de género que tienen una fuerte pre-
sencia a la hora de evaluar el riesgo y el daño que se genera en una comu-
nidad en caso de un desastre natural, y que por ello deben ser estimadas 
en los instrumentos de planificación, como en el caso del piom, y en las 
valoraciones de un proceso judicial que resuelve la omisión y negligencia 
de las entidades competentes frente al mismo. Las principales desigualda-
des son:
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1)	 Las mujeres tienen menos acceso a los recursos, redes de influen-
cia social, transporte, información, aptitudes que son esenciales en 
la preparación y mitigación de desastres y en la rehabilitación que 
sigue.

2)	 Las mujeres son víctimas de la división de trabajo por género. 
Están sobrerrepresentadas en la industria agrícola, el trabajo por 
cuenta propia, la economía informal, en el trabajo de menor re-
muneración con poca seguridad o sin ningún beneficio como la 
atención en salud. 

3)	 Dado que las mujeres se encargan principalmente de las respon-
sabilidades domésticas no tiene libertad de migrar para buscar tra-
bajo después de un desastre. Los hombres migran frecuentemen-
te, dejando altos números de hogares encabezados por mujeres. 
Reconocer esta realidad y la doble carga de trabajo productivo y 
reproductivo de las mujeres significa que ellas tienen poca visibi-
lidad y la atención a sus necesidades es funestamente inadecuada 
(Organización Panamericana de Salud, 2006).

Por su parte, los principales daños que sufren las mujeres durante un 
desastre se pueden clasificar en daños en el aspecto social y familiar y daños 
económicos. Los daños en el aspecto social y familiar implican que aumenta 
su trabajo doméstico, puesto que los sistemas de educación, salud y de cui-
dado infantil quedan suspendidos y la mujer tiene que asumir esos roles. Por 
otro lado, son las mujeres las que se encargan del cuidado de los enfermos, 
de los heridos y de los discapacitados; esto hace que tengan presencia cons-
tante en la zona del desastre. 

Otro factor es el aumento de la violencia. Informes presentados por 
el Fondo de Población de las Naciones Unidas (2012) evidencian que en un 
desastre el origen de la violencia de género es variable, se genera por las pre-
siones económicas que se dan por la falta de ingresos económicos y los mo-
mentos críticos que aparecen en situaciones posteriores a los desastres y las 
situaciones de hacinamiento que van de la mano con la falta de privacidad 
en los albergues; todos estos elementos confluyen y terminan provocando la 
violencia de género.

Los daños económicos, donde los niveles de pobreza, marginalidad y 
la falta de seguridad económica son los principales factores que hacen más 
vulnerables a las mujeres ante un desastre. Estas tres causas logran que las 
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mujeres tengan menos acceso a la tierra, al capital y a oportunidades de re-
cuperarse económicamente después de un desastre. Los daños económicos 
comprenden daños directos e indirectos.

Daños directos o sobre los acervos: la pérdida de los enseres, electro-
domésticos y los daños a su vivienda constituyen un gran daño económico 
que se presenta después de un desastre, pero dicha situación se vuelve más 
grave cuando la mujer es cabeza de familia o de hogar (Comisión Econó-
mica Para América Latina y El Caribe /CEPAL/ Naciones Unidas, 2003). 

Daños indirectos o sobre los flujos económicos: es la reducción de 
aportes de dinero que hace la mujer a la familia; esto se debe principalmente 
a que el trabajo informal, como la producción agrícola, el criado de aves y de 
ganado menor, es el que se ve más afectado en una situación de desastre al 
ser precisamente el trabajo en el que la mujer más se desempeña. Otra afec-
tación igual de grave y que es consecuencia directa del aumento del trabajo 
reproductivo es la suspensión o la pérdida del trabajo por fuera del hogar 
que generaba más ingresos para la familia, ya que con el aumento del trabajo 
reproductivo que se genera después de un desastre, la mujer debe renunciar 
a estos trabajos para atender las múltiples necesidades que aparecen en la 
familia durante la etapa post desastre.

Se evidencia que en caso de desastre las mujeres presentan una afec-
tación diferencial con respecto a los hombres. Es importante aclarar que no 
es por una situación de vulnerabilidad que sea natural e incluso biológica 
sino por los roles que la sociedad le ha asignado, poniéndolas en desigual-
dad con el hombre. Pero es precisamente en ese punto donde radica la im-
portancia de conocer los principales riesgos que por su condición de género 
pueda tener una mujer ante un desastre, ya que esto permitirá planificar 
mejor el riesgo, dar una respuesta más integral, una garantía al principio de 
igualdad material y, en consecuencia, el cumplimiento a los fines del Estado 
Social de Derecho.

Participación de las mujeres en la repuesta ante un 
desastre

A pesar de los grandes daños que sufre una mujer en una situación de 
desastre, también se convierte en una oportunidad para desafiar y cambiar 
su rol en la sociedad, puesto que ellas forman parte vital de los esfuerzos 
de mitigación y respuesta actuando dentro de sus papeles tradicionales o 
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trascendiéndolos. Ejemplo de ello se da después del Huracán Mitch en 1998, 
donde las mujeres construyeron casas y albergues, cavaron pozos y canales, 
remolcaron agua, montaron las cocinas en los refugios, cuidaron del grupo 
familiar, dieron apoyo emocional, mantuvieron las relaciones familiares y 
cuidaron a los enfermos, haciendo todo este trabajo de forma gratuita 
(Boyano-Sotillo, 2011).

Las mujeres han estado dispuestas y han demostrado tener la capaci-
dad suficiente para asumir un papel activo en oficios, actividades y tareas 
tradicionalmente malinterpretadas como masculinas, lo cual ayuda a cam-
biar su perspectiva social, dado que al ser más eficaces en la movilización 
local para responder a los desastres ayudan a formar grupos que trabajan 
para satisfacer las necesidades más urgentes.

Si bien en la actualidad se cuenta con compromisos adquiridos por 
Colombia a nivel internacional para integrar la perspectiva de género al or-
denamiento jurídico, como el caso del Plan de Acción de Hyogo (Confe-
rencia Mundial sobre la Reducción de los Desastres Naturales, 2005), se re-
conoce que la falta de trabajo interinstitucional en preparación, prevención 
y mitigación, la poca articulación a nivel nacional entre instituciones y la 
disponibilidad de recursos, han imposibilitado la integración de la perspec-
tiva de género en la gestión de riesgos (Organización Internacional para las 
Migraciones, 2011). 

A pesar de esto, debe ser una prioridad enfocar la gestión de riesgos 
con una perspectiva participativa de equidad de género basándose en el prin-
cipio de igualdad, justicia y derechos humanos que eliminen toda situación 
de discriminación contra las mujeres (Boyano-Sotillo, 2011), incluso se 
convierte en una prioridad y una obligación para el Municipio de Medellín, 
en cabeza de su Departamento Administrativo de Gestión de Riesgos y De-
sastres (DAGRED) y la Secretaria de Inclusión Social y Familia de la mano 
de la Secretaria de las Mujeres.

La obligación de la jurisdicción en aplicar el control de conven-
cionalidad en sus fallos

La protección de los derechos de las víctimas de La Picacha y la mis-
ma perspectiva de género, están enmarcados en el Sistema Interamerica-
no de Protección de Derechos Humanos (SIDH) a través de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (CADH o “Pacto de San José”), la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
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Contra la Mujer (Convención de Belem do Pará) y el Protocolo de San Sal-
vador sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los cuales están 
aprobados por el Estado colombiano y, por tanto, éste debe garantizarlos y 
respetarlos al ser integrantes del Bloque de Constitucionalidad.

Al respecto conviene decir que en la última década la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha traído un mecanismo denomi-
nado control de convencionalidad, el cual debe llevarse a cabo, previamen-
te, por los jueces y cualquier autoridad pública de los Estados Americanos, 
tanto en el orden nacional, departamental y municipal, con el fin de velar 
por el efectivo cumplimiento de la Convención Americana (Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile 
[sentencia de 26 de septiembre de 2006] y Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, 2012). 

Así mismo, debe entenderse en concordancia con el concepto de Blo-
que de Constitucionalidad, el cual le otorga igual prevalencia constitucional 
a los tratados ratificados por Colombia que reconocen los derechos humanos 
y prohíben su limitación en los Estados de excepción (Corte Constitucional 
de Colombia, 1995).

Perspectiva de género dentro de la intervención del 
caso La Picacha

En vista de los sucesos acontecidos en La Picacha por la omisión del 
Municipio de Medellín, del Área Metropolitana y de Corantioquia frente a la 
ejecución e implementación de las obras y proyectos previstos en el PIOM, 
la Clínica Jurídica de Interés Público UNAULA consideró necesario reali-
zar una caracterización general que demostrara la gran incidencia de muje-
res en la zona afectada y el número de familias aquejadas cuya cabeza sea 
una mujer; luego se analizaron las mencionadas normativas internacionales 
que, junto al Bloque de Constitucionalidad (República de Colombia, 1991: 
artículo 93) y el control de convencionalidad, demuestran razones suficien-
tes para argumentar, jurídicamente, las violaciones a los Derechos Humanos 
de los habitantes de esta zona en riesgo.

Para la caracterización general de la población afectada por La Pica-
cha se exponen, en las siguientes tablas, las proyecciones de población que 
el Departamento Administrativo de Planeación del Municipio de Medellín 
(DAP) realizó en los barrios Las Mercedes, Las Violetas y Los Alpes, sectores 
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que se han visto afectados por la problemática ambiental de la quebrada. La 
Información aportada empieza desde el año 2010 hasta la actualidad y está 
organizada por barrios, desagregados por sexo y grupos de edad de 0, 14; 
15, 64; 65 y más. Vale aclarar que la información citada solo corresponde 
a los barrios Los Alpes, Las Violetas y Las Mercedes, ya que de la Vereda 
Aguas frías el DAP manifestó: que al ser esta una vereda solo manejan in-
formación del corregimiento más no de la vereda en específico.

Tabla 1. Proyecciones de población del DAP barrio  
Las Mercedes 2011/2013*

LAS MERCEDES
2011 2012

Grupos de edad Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres
0-14 1.474 756 718 1.453 747 706
15-64 8.044 3.676 4.368 8.229 3.762 4.467
65 y más 916 359 557 976 382 594
TOTAL 10.434 4.791 5.643 10.658 4.891 5.767

2013
Grupos de edad Total Hombres Mujeres
0-14 1.428 732 696
15-64 8.358 3.825 4.553
65 y más 1.038 406 632
TOTAL 10.824 4.963 5.861

* Todas las tablas del artículo fueron elaboradas por los autores.

1	 El Índice de feminidad y masculinidad es información que corresponde a la relación entre la 
población femenina y masculina. Por 100 hombres se encuentran tal cantidad de mujeres, por 100 
mujeres se encuentra tal cantidad de hombres.

Tabla 2. Índice de feminidad y masculinidad barrio Las Mercedes1

ÍNDICE DE HOMBRES Y MUJERES BARRIO LAS MERCEDES
Año Hombres Mujeres Índice de hombres Índice de mujeres
2010 4.664 5.495 84,88 117,82
2011 4.791 5.767 84,9 117,78
2012 4.891 5.767 84,81 117,91
2013 4.963 5.861 84,68 118,12



116 Revista Ratio Juris Vol. 9 Nº 19 • unaula    ISSN 1794-6638

Jorge Eduardo Vásquez Santamaría, Lina Jaramillo-Marín, Deisy Catalina Villada-Gallego, 
Henry Alejandro Bolívar-Callejas, Daniel Roberto Salcedo Ramírez

Tabla 3. Proyecciones de población del DAP  
barrio Las Violetas 2011/2013

LAS VIOLETAS

AÑO 2011 AÑO 2012

Grupos de edad Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres

0-14 2.188 1.121 1.067 2.074 1.065 1.009

15-64 7.496 3.445 4.051 7.263 3.344 3.919

65 y más 846 329 517 863 336 527

TOTAL 10.530 4.895 5.635 10.200 4.745 5.455

AÑO 2013

Grupos de edad Total Hombres Mujeres

0-14 1.986 1.023 963

15-64 7.081 3.261 6.820

65 y más 881 344 537

TOTAL 9.948 4.628 5.320

Tabla 4. Índice de feminidad y masculinidad  
barrio Las Violetas

ÍNDICE DE HOMBRES Y MUJERES DEL BARRIO LAS VIOLETAS

Año Hombres Mujeres Índice de Hombres Índice de Mujeres

2010 5.080 6.835 87,06 114,86

2011 4.895 5.455 86,87 115,12

2012 4.745 5.455 86,98 114,96

2013 4.628 5.320 86,99 114,95

Tabla 5. Índice de feminidad y masculinidad  
barrio Los Alpes

ÍNDICE HOMBRES Y MUJERES EN EL BARRIO LOS ALPES

Año Hombres Mujeres
Índice de 

Masculinidad
Índice de 

Feminidad

2010 2.799 3.350 83,55 119,69

2011 2.710 3.172 83,31 120,04

2012 2.633 3.172 83,01 120,47
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Resáltese en lo anterior que en los barrios que se han visto afectados 
por el problema ambiental de la cuenca La Picacha es constante que la po-
blación femenina es mayor que la masculina.

La siguiente información corresponde a la otorgada por la Comisión 
Social a través de derecho de petición del 5 de agosto de 2013. En la Tabla 
6 se señala el número de familias afectadas por la problemática ambiental 
organizadas por el tipo de evento que les generó afectaciones, y la Tabla 7 
señala el mismo número de familias pero especifica el sexo de la cabeza de 
cada familia. Se aclara que dicha información corresponde a la recolectada 
por la Comisión Social en las visitas realizadas a la zona afectada en el últi-
mo trimestre del año 2011.

Tabla 6. Número de familias afectadas según  
el tipo de evento de afectación

TIPO DE EVENTO

Comuna Barrio
Avenida 
torrencial

Colapso 
de 

vivienda
Deslizamiento Inundación Riesgo Total

16
Mercedes 1 1
Violetas 47 47
Los Alpes 10 10

70
Aguas 
Frías

21 2 1 49 1 74

Altavista 2 1 5 8
Total 23 2 2 112 1 141

Tabla 7. Número de familias a partir del sexo de la cabeza de hogar

Comuna Barrio Familias
Cabeza de hogar

Femenino Masculino

16

Las Mercedes 1
Las Violetas 47 31 16
Los Alpes 10 6 4
Total 58 37 22

70
Aguas Frías 74 36 28
Altavista 8 5 3
Total 82 41 41

TOTAL 140 78 63
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Nótese como el número de familias cuya cabeza es una mujer sobre-
pasa, en la mayoría de los barrios, a las que tienen en cabeza un hombre.

Desconocimiento y no incorporación de las obligaciones internacio-
nales por parte de los demandados

Para comenzar, la cadh en su artículo 1.1 expresa la obligación que 
tienen los Estados parte de respetar los derechos contenidos en la citada 
Convención, por lo cual el Municipio de Medellín como expresión del Es-
tado desde la descentralización territorial que organiza administrativamente 
a Colombia, se ha mantenido en una postura omisiva que constituye una 
violación de los derechos de la población de La Picacha: 

A pesar de que la ley le ha otorgado facultades suficientes para 
que actúe de manera eficaz en la elaboración de planes, programas, 
procedimientos para la mitigación y prevención de los desastres na-
turales, en defensa de los intereses colectivos de la comunidad, sus 
acciones no han sido suficientes y el riesgo extraordinario sigue 
latente para la comunidad [el Área Metropolitana y Corantioquia, 
que] […] siendo las autoridades ambientales y con mayor respon-
sabilidad en la prevención y cuidado del medio ambiente, se han 
quedado en la etapa de diagnóstico y en la ejecución de acciones 
mínimas que en nada contribuyen en una solución eficaz del proble-
ma de La Picacha (Clínica Jurídica de Interés Público Universidad 
de Medellín, 2013).

Así se demuestra que el producto de las omisiones y negligencias ya 
mencionadas es la vulneración de los derechos colectivos. 

Ahora bien, de conformidad con los artículos 4 y 7 de la Conven-
ción Belém do Pára y 3 de la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus siglas 
en inglés), se han vulnerado además derechos como la Vida e integridad 
personal, protegidos en el Sistema Universal mediante la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos (DUDH) en su artículo 3, y el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) en su artículo 6.1. A su 
vez, la Corte IDH ha manifestado el respeto que se debe brindar a toda 
persona tanto en su vida como integridad física, psíquica y moral (CADH 
artículos 4.1 y 5. 1, y Belém do Pará artículo 4, literales a y b) y, como es 
sabido, por las inundaciones producidas por la quebrada se han perdido vi-
das humanas. Puede citarse en especial “la emergencia producida en abril 
de 2008 que se llevó la vida de la niña de diez años de edad; y diciembre 
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de 2011 en donde perdió la vida Juan Camilo Mejía y aproximadamente 
doscientas familias fueron damnificadas”(Clínica Jurídica de Interés Público 
Universidad de Medellín, 2013). 

Se vulnera además el derecho a la Protección a la familia, el cual ha 
sido defendido por la Convención Americana (artículo 17.1), la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (artículo 16.3), el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 10.1), la Constitu-
ción Nacional (artículo 42, inc.1) quienes consideran a la familia como el 
elemento natural y fundamental de la sociedad que debe ser protegido; el 
Estado, además, deberá velar por el mejoramiento de su situación moral y 
material (Protocolo de San Salvador, artículo 15.1.). 

Por tal motivo, y en concordancia con el postulado de que toda mujer 
tiene el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se 
proteja a su familia (Belém do Pará, artículo 4, literal e.), el Estado omite 
esta corresponsabilidad confinada solo a la sociedad, dado que no ha inter-
venido eficazmente esta zona y ha dejado en el olvido a la comunidad mi-
tigando de manera mezquina los desastres ocasionados. Ejemplo de ello es 
la ya mencionada emergencia de diciembre de 2011, en la que 200 familias 
fueron damnificadas.

La Propiedad privada, (artículo 21.1 CADH), al ser función social y 
ecológica (Constitución Política, 1991: artículos 58, inc. 2 y ley 388, 1997: 
artículo 2.1), requiere de la protección, promoción y garantía del Estado 
con la finalidad de buscar un desarrollo sostenible, el cual también se exige 
desde el plano universal de protección de los dd.hh. (artículo 17.1 DUDH), 
exactamente en la Declaración de Estocolmo: principios 1, 14, 8 y de Río de 
Janeiro: principio 1, los cuales conjunta y resumidamente buscan que con 
una planificación racional se garantice una calidad de vida digna, saludable 
y productiva. 

Adicionalmente, debe el Estado hacer efectivos los derechos consti-
tucionales de la vivienda (Constitución Política, 1991: artículo 51); es decir, 
cumplir el mandato que lo obliga a fijar las condiciones necesarias para 
hacer efectivo el derecho a una vivienda digna y, con él, en el caso colom-
biano, al hábitat. Ello implica promover planes de vivienda de interés social, 
sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de 
ejecución de estos programas que permitan prevenir desastres en los asenta-
mientos humanos de alto riesgo (ley 388, 1997: artículos 1.2 y 3.4) ante los 
desastres naturales y así, buscar su reubicación con miras a garantizar los 
artículos antes citados.
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Respecto a los asentamientos cabe decir que la Declaración de Esto-
colmo en su principio 15 deja en claro que debe aplicarse la planificación 
a los asentamientos humanos y a la urbanización con miras a evitar reper-
cusiones perjudiciales sobre el medio y a obtener los máximos beneficios 
sociales, económicos y ambientales para todos. De igual manera, lo propone 
la Declaración de Estambul de 1996 al manifestar que éstos deben ser se-
guros, salubres, habitables, equitativos, sostenibles y productivos en pro de 
la vivienda adecuada para todos. Sin embargo, un principio esencial en este 
caso concreto es el número 15 de la Conferencia de Vancouver de 1976, el 
cual expresa que debe dársele la más alta prioridad a las personas expulsadas 
y sin hogar que han sido desplazadas por desastres naturales o artificiales, 
con el fin de que puedan regresar a sus hogares y les concedan el derecho a 
poseer sus bienes y pertenencias. 

La Participación democrática, que desde la Constitución se desarrolla 
por medio de la ley para garantizarla en y con la comunidad, haciendo efec-
tiva su intervención activa en las decisiones que pueden afectarles (Consti-
tución Política, 1991: artículos 2 y 79), se dispone en los artículos 23.1 de la 
Convención Americana, 7-b de la CEDAW y 4 de la Ley 388 de 1997, como 
en los principios 10 de Río y 13 de Vancouver.

No obstante, los principios 20 y 18 de las Declaraciones ya mencio-
nadas en su orden trascienden en el tema y le dan una perspectiva de género 
al resaltar el papel que deben desempeñar las mujeres en las propuestas de 
planificación y ejecución de los asentamientos humanos, así como su plena 
participación para lograr la ordenación del medio ambiente y el desarrollo 
sostenible.

Cabe anotar que dentro de las poblaciones y territorios afectados no 
solo se encuentra el sector urbano sino el rural, tal es el caso del corregi-
miento de Altavista, particularmente las veredas Aguas Frías y San Pablo, 
por lo cual, y en vista del artículo 14.1 de la cedaw, el Estado deberá tener 
en cuenta los problemas especiales a que hace frente la mujer rural y el im-
portante papel que desempeña en la supervivencia económica de su familia, 
incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomará 
todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposicio-
nes de la presente Convención a la mujer de las zonas rurales.

Por consiguiente, la inclusión de la perspectiva de género en las po-
líticas de gestión de riesgos ha tenido un fundamento en el Plan de Acción 
de Hyogo; mecanismo que orienta a los Estados en la elaboración de leyes 
y políticas en gestión de desastres. No obstante, hay que decir que en el sidh 
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también se ha trabajado por medio de resoluciones y declaraciones emitidas 
en el seno de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) y de la Asam-
blea General de la OEA.

Por un lado, la cim produjo la declaración: Fortalecimiento de los me-
canismos nacionales de la mujer para la transversalización de la perspectiva 
de género en las políticas públicas (CIM/DEC. 5 (XXXIV-O/08)) y las re-
soluciones: Género, cambio climático y desastres naturales (CIM/RES.254 
(XXXIV-O/08)) e Integración de la perspectiva de género y derechos de las 
mujeres en la gestión integral de riesgos de desastres en las Américas (CIM/
RES. 260 (XXXVI-O/12)).

En ellas se reconoce a los desastres naturales como un fenómeno que 
afecta a la sociedad y en particular a las mujeres, de ahí que afirman la im-
portancia de promover la realización de estudios, la identificación de buenas 
prácticas y la implementación de políticas con enfoque de género en temas 
como los desastres naturales. Por otro lado, la Asamblea General de la OEA, 
aprobó la resolución “Reducción de desastres naturales, gestión de riesgos 
y asistencia en caso de desastres naturales y otros desastres” (2006) y las 
Declaraciones de Santa Cruz +10, Puerto España (2009) y de San Salvador 
(2011), en las que los Estados se comprometen a desarrollar políticas que 
promuevan la equidad de género y la igualdad de oportunidades en materia 
de gestión de riesgos y desarrollo sostenible, teniendo presente las necesida-
des de los grupos en situación de vulnerabilidad e incluyendo la promoción 
y protección de los derechos humanos.

Conclusiones

Es posible concluir que la reciente y constante creación de instrumen-
tos internacionales desde los sistemas Interamericano y Universal para la 
inclusión y aplicación de la Perspectiva de Género en Políticas de Gestión 
de Riesgos, logrará tener una visión más amplia y clara de las desigualdades 
que por cuestiones de género estén presentes en una comunidad y que ante 
un desastre generan más afectación al grupo social que se encuentre en dicha 
situación; lo anterior permitirá estructurar medidas efectivas para mitigar los 
daños y mejorar las respuestas de las comunidades ante un desastre, todo 
con el propósito de evitar que se vulneren derechos humanos, los cuales 
deben reconocerse, respetarse y garantizarse al tener el mismo nivel consti-
tucional, conforme lo expresan el Control de Convencionalidad y el Bloque 
de Constitucionalidad. 
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Por lo cual, la aplicación de una Política Integral de Gestión de Ries-
gos con perspectiva de género, por parte del Municipio de Medellín y en ca-
beza del DAGRED, en los barrios afectados por la problemática ambiental 
de La Picacha, es una acción prioritaria y obligatoria, puesto que los datos 
poblacionales anteriormente expuestos demuestran hechos que generan más 
peligro ante un desastre natural en un grupo social con respecto al otro y lo 
que se pretende es que estas comunidades nuevamente no vean cercenados 
sus derechos fundamentales en caso de un desastre natural.
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